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OTRAS VOCES

DESDE EL pasado lunes, el periódico EL MUNDO viene 
revelando una serie de informaciones sobre el coordina-
dor general de EH Bildu, Arnaldo Otegi, correspondien-
tes a su etapa como miembro de la organización terroris-
ta ETA político-militar (ETA p-m). Empezamos la sema-
na conociendo que «miembros de ETA implicaron a Ote-
gi en nuevos secuestros y un asesinato». Lo relevante de 
estas informaciones, además de aportar datos inéditos 
sobre el pasado terrorista de Otegi, del que sólo se cono-
cía su vinculación con tres secuestros, es que vienen acom-
pañadas de pruebas. Una de ellas es la nota manuscrita 
por el propio Otegi, en la que el dirigente etarra daba ins-
trucciones a otro miembro de la organización terrorista 
para el secuestro de un industrial en 1983. 

Hasta ahora lo que conocíamos era que Arnaldo Otegi 
había ingresado en ETA p-m en 1977. En 1983 fue detenido 
por primera vez en Francia. En 1984, tras la división entre 
los polimilis, que querían dejar las armas, y los séptimos y 
los milikis, que querían seguir atentando, se incorporó a 
ETA militar. El 8 de julio de 1987, tras ser detenido de nue-
vo en Francia, Otegi fue entregado a las autoridades espa-
ñolas en el puesto fronterizo de Hendaya. En enero de 1989 
fue acusado del secuestro en 1979 del entonces responsa-
ble de relaciones internacionales de UCD, Javier Rupérez, 
pero fue absuelto al no ser identificado por Rupérez como 
uno de sus captores. El 21 de febrero del mismo año fue ha-
llado culpable del secuestro de Luis Abaitua y condenado 
a seis años de cárcel. En octubre de 1990 fue puesto en li-
bertad provisional tras haber cumplido la mitad de su con-
dena. Ese mismo año también fue absuelto del atentado e 
intento de secuestro del entonces diputado de UCD 
Gabriel Cisneros. En septiembre de 1991 ingresó en prisión 
para terminar de cumplir la condena por el secuestro de 
Abaitua hasta mayo de 1993. Una vez en libertad comenzó 
con su carrera política en las filas de lo que después fue ca-

lificado por los tribunales 
como «brazo institucional 
de ETA». En las elecciones 
autonómicas de 1994 se pre-
sentó en las listas de Herri 
Batasuna. Aunque en un pri-
mer momento no consiguió 
el acta de parlamentario, fi-
nalmente en septiembre de 

1995 accedió al Parlamento Vasco al sustituir a otra diputa-
da. En noviembre de 1997, y tras la condena a siete años de 
cárcel a los miembros de la Mesa Nacional de HB por ha-
ber intentado difundir un vídeo de ETA en la campaña elec-
toral para las elecciones generales de 1996, fue elegido 
miembro de la nueva dirección de HB. 

Ahora, gracias a las revelaciones de EL MUNDO conoce-
mos el papel fundamental de Otegi dentro de ETA, ya no 
sólo en su frente institucional, sino también en comandos 
operativos entre los años 1977 y 1987, llegando a estar invo-

lucrado en, al menos, 10 crímenes terroristas. Sin embar-
go, salvo en los casos de Rupérez, Cisneros y Abaitua, nun-
ca ha respondido ante los tribunales por ello. Lo primero 
que le viene a la cabeza a cualquier ciudadano de bien tras 
leer las diferentes entregas de EL MUNDO de estos días es 
¿y por qué? ¿Por qué Otegi no ha sido, ya no juzgado, sino 
nunca interrogado por un juez por estos crímenes? La res-
puesta: porque fueron cometidos por ETA político-militar. 

 ETA p-m apareció en octubre de 1974 como consecuen-
cia de una escisión que se produjo en las filas de ETA. Una 
parte de la organización polimili, denominada los sép-
timos, sobrevivió hasta 1982, año en el que decidió di-
solverse y abandonar las armas. Otra facción, bautizada 
como los milikis y formada por apenas una veintena de eta-
rras, decidió pedir el retorno a la rama ETA militar en 1983. 
La decisión de los séptimos se formalizó el 30 de septiem-
bre de 1982, cuando 10 de sus miembros, a cara descubier-
ta, hicieron público un comunicado en el que anunciaron 
su disolución como banda armada y la renuncia al terro-
rismo. No hubo ni autocrítica, ni perdón, ni colaboración 
para el esclarecimiento de los atentados sin resolver. Todo 
lo contrario, esta decisión fue el resultado de las conversa-
ciones que habían comenzado a finales de 1980 entre el mi-
nistro del Interior Juan José Rosón y los dirigentes del par-
tido político Euskadiko Ezkerra Mario Onaindia y el abo-
gado Juan María Bandrés. El objeto de dichas conver-
saciones fue intentar que los te-
rroristas dejaran las armas a cambio 
de medidas de gracia para los po-
limilis presos y fugados. 

Mientras Bandrés y Onaindia 
negociaban con Interior, delega-
ron la gestión del proceso con los 
presos en dos abogados, Juan In-
fante y Arantza Leturiondo. Ini-
cialmente, elaboraron un listado 
de 100 terroristas, 30 en prisión y 
70 huidos. Una vez puesto en mar-
cha el proceso, que se extendió a 
lo largo de dos años, el número de 
presos beneficiados llegó a supe-
rar los 300.  

Treinta años después de este 
proceso fueron los propios Infan-
te y Leturiondo quienes recorda-
ban en el diario El País que acor-
daron con los representantes del 
Gobierno tres salidas diferentes 
para los presos y huidos polimi-
lis comprometidos a rechazar la 
violencia: a los presos pendien-
tes de juicio se los ponía en liber-
tad provisional bajo fianza y, pos-
teriormente, se les concedía la 
absolución o el sobreseimiento; 
a los presos ya juzgados y encar-
celados el Gobierno tenía que 
concederles indultos individua-
les, previa petición de los mis-
mos. Y, en el caso de los polimilis 
huidos al extranjero, se presen-
taban voluntariamente acompa-
ñados de sus abogados ante el 
juez de la Audiencia Nacional que 
los tenía procesados y quedaban 
en libertad. En los casos de los 
huidos que regresaban, los fisca-
les retiraban los cargos en los ca-
sos no juzgados y los jueces sobreseyeron las causas, y 
en los casos en los que se llegó a celebrar juicio dictaron 
absoluciones por falta de pruebas. 

En este proceso no solo colaboraron los jueces y fisca-
les, también los medios de comunicación pusieron de su 
parte evitando informar de los indultos a presos polimilis 
condenados que aparecían publicados en el BOE. Como 
recuerda Leturiondo, Felipe González llegó a firmar 44 in-
dultos en el BOE entre 1983 y 1984, que «pasaron sin pena 
ni gloria». Por su parte, Infante recordaba que la colabora-
ción entre el poder político y judicial para facilitar ese pro-
ceso llegó a extremos hoy impensables. Así, en diciembre 
de 1983, durante la declaración en la Audiencia Nacional de 
dos dirigentes polimilis que se encontraban huidos, el juez 
les preguntó si admitían los hechos que se les atribuían. 
Según el protocolo acordado, tenían que negarlos. Pero an-

te la ausencia en ese momento de su abogado, ignorantes 
del protocolo, admitieron los hechos. El juez se dirigió a la 
taquígrafa y le dijo: «Ponga que han dicho que no». 

Esta generosidad penal y penitenciaria que se aplicó pa-
ra facilitar el cese de la violencia de una facción de ETA p-
m y la supuesta reinserción de sus miembros se hizo en-
tonces a costa de las víctimas, de las que nadie se acordó 
en ningún momento y a las que se privó de su derecho a la 
justicia. A falta de una amnistía propiamente dicha, lo que 
hubo fue una amnesia colectiva de los crímenes que los te-
rroristas beneficiados habían cometido. O lo que es lo mis-
mo, una amnistía encubierta. 

 
SEGÚN LAS Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado a 
ETA p-m se le atribuye la autoría de 24 asesinatos. De ellos, 
14 se perpetraron después de la aprobación de la Ley de 
Amnistía de 1977. De esos 14, solo en un caso –el asesinato 
del dirigente de la UCD Juan de Dios Doval– se llegó a sen-
tar en el banquillo a los responsables, pero fueron absuel-
tos por falta de pruebas. De los otros 13, aunque en siete de 
los casos los responsables fueron identificados e incluso 
procesados, sus autores nunca fueron juzgados. En con-
clusión, al igual que Arnaldo Otegi no ha respondido por 
ninguno de los 10 crímenes terroristas en los que habría in-
tervenido, ningún otro miembro polimili ha respondido an-
te la justicia por los 24 asesinatos cometidos. 

 Es muy probable que estos crímenes que ahora 
hemos conocido estén prescritos, pero Otegi tiene mu-
cho que aclarar por ellos, y por los otros 23 asesinatos co-
metidos por la organización terrorista a la que pertene-
ció y en la que, hemos sabido, ejerció labores de respon-
sabilidad. A los familiares de Jerónimo, Argimiro, Luis, 
José, José Ramón, Ángel, José Luis, Jesús María, Manuel, 
Javier, Alfonso, José Manuel, Jesús Emilio, Juan, Guada-
lupe, Dorothea, Dionisio, José Manuel, Luis, Mario, Basi-
lio, José Ignacio, Juan y Alberto se les privó de la repara-
ción de ver a los asesinos de sus seres queridos sentados 
en el banquillo. Ahora sólo les queda su derecho a cono-
cer la verdad y eso está en manos de Otegi. 
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